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hubiesen ejercido con cumplimiento de los requisitos
de procedibilidad legalmente establecidos. de tal modo
que el derecho a la tutela judicial efectiva también se
satisface cuando el órgano judicial dicta una resolución
procesal. siempr~ que la inadmisiónse fundamente
en una causa legal. aplicada de manera jurídicamente
razonada y razonable (SSTC 97/1986. 79/1987.
113/1988.96/1991.98/1992 Y 163/93. entre otras).

4. En el caso aquí debatido. la Sentencia recurrida
considera que no es de aplicación el motivo de inad­
misión previsto en el arto 40 a) LJ.CA en relación con
el 82 c) del mismo texto legal. aducido por la Admi­
nistración demandada (fundamento de Derecho 2.°).
para. acto seguido. y no sin cierta incoherencia. declarar
la imposibilidad de acceder a la pretensión de las
recurrentes por no haber éstas impugnado en tiempo
y forma la disposición general de la que las resoluciones
administrativas denegatorias de su reclamaciÓn eran
meros actos aplicativos. Con tal proceder. la Sala no
sólo configura. bajo la apariencia de un motivo de deses­
timación. una nueva causa de inadmisión carente de
todo apoyo legal ....,.pues. según su razonamiento no eran
de áplicación al caso las previstas en los· arts. 40 a)
y 82 c)- sino que. además. desconoce que la pretensión
de las actoras. directa o indirectamente se dirigía contra
el Decreto 63/1988 al que atribuían la discriminación
padecida. olvidando además que. con arreglo a lo dis­
puesto en el art.. 39.2 L.J.C.A.. es admisible la impug­
nación de una disposición general como consecúencia
de cuestionarse judicialmente actos de aplicación de la
misma. como no podía ser. por lo demás. de otro modo
a tenor de lo dispuesto en los arts. 106.1 Y153 c) CE.
el cual atribuye a los Tribunales y. en particular. a los
del orden contencioso-administrativo. el control de la
potestad reglamentaria y de la legalidad de la actuación
administrátiva.

'5. Debemos concluir. pues. que. en el caso presente.
la causa de desestimación -en puridad. de inadmisión­
aplicada en la Sentencia recurrida se fundamenta en
un motivo inexistente. construido sobre una interpreta­
ción de la legalidad que no puede considerarse razonable
ni. menos aún. favorable a la tutela judicial efectiva de
las recurrentes. quienes se vieron indebidamente priva­
das de una resolución sobre el fondo del asunto plan­
teado. La demanda de amparo debe. por todo ello. ser
estimada. siendo suficiente para la reparación del dere­
cho fundamental conculcado; anular la Sentencia recurri­
da y ordenar retrotraer las actuaciones al momento de
dictar Sentencia. para que la Sala dicte otra respetuosa
con el derecho furidamental a la tutela judicial efectiva.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Eugenia Lezaurí
Larumbe. doña María José López Valdivielso. doña Felisa
Bonachia Caballero y doña Esther Navarro López. y. en
su consecuencia:

1.° Reconocer a las ·recurrentes su derecho a la tute­
la judicial efectiva.

2.° Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de La Rioja. de 19 de junio de 1992. orde­
nando retrotraer las actuaciones hasta el momento de

dictarse Sentencia. para que por la Sala se dicte otra
respetuosa con el indicado derecho fundamental.

Publíquese esta Sentericia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintitrés de mayo de mil nove·
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero '1
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue·
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa·
lón.-Firmado y rubricado.

14593 Sala Primera. Sentencia 160/1994. de 23 de
mayo. ReciJrsode amparo 3. 156/1992. Con·
tra sentencia de la Sala de lo Contencioso-Ad·
ministrativo del T.S.J. de Galicia dictada er:
proceso de impugna9ión de Acuerdo del Con·
sello de la Xunta de Galicia por infracción de
Ley 14/1985. sobre Juego. Vulneración del
derecho a la tutela judicial. efectiva: derecho
a ser informado de la acusación.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues·
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimene
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedre
CruzVillalón. Magistrados. ha pronunciado

, EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.156/92 promovidc
por «Agafrán. S. L.». representada por el Procurador de
los Tribunales. don Manuel Ogando Cañizares y defen·
dida por el Letrado don Alfredo L. Bermúdez Fernández,
contra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso Admi·
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia,
de 12 de noviembre 'de 1992. dictada en proceso de
impugnación de Acuerdo del Consello de la Xunta de
Galicia por infracción de la Ley del Juego. Han corn°
parecido. además de la parte. el Ministerio Fiscal y 18
Xuntade Galicia. representada por el Procurador de los
Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén y asistida por
la Letrada doña María del Carmen Bouso Montero. H8
sido Ponente el Presidente don Miguel Rodríguez-Piñerc
y Bravo-Ferrer. quien expresa el parecer de la Sala

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 18 de
diciembre de 1992. el Procurador de los Tribunales dor
Manuel Ogando Cañizares. actuando en nombre y repre­
sentación de la entidad mercantil «Agafrán. S. L.». inter·
puso recurso de amparo contra la Sentencia de la Salé
de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Gal,icia. de 12 de noviembre de 1992
recaída en proceso de impugnación del Acuerdo admi·
nistrativo del Consello de la Xunta de Galicia de feché
31 de agosto de 1989. sobre imposición a la referidéi
entidad mercantil de dos sanciones de 1.000.001 pese­
tas cada una por sendas infracciones de la Ley 14/1985
sobre juego. .

2. El recurso de amparo se fundamentaba en los
siguientes hechos: .

a) Con fecha 10 de octubre de 1988. en la Con·
sellería de Presidencia de la Xunta de Galicia se incoó
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pliego de cargos contra la sociedad demandante en
amparo, por presunta infracción de la legislación sobre
juego. En el pliego de cargos se hacía constar que los
datos obrantes en la guía de circulación para la máquina
recreativa que se hallaba instalada en el Bar Breogan,
correspondían al modelo B-1076, serie 1-9743. en tanto
que la máquina efectivamente instalada pertenecía al
modelo B-12 73. serie SBL-116. Asimismo, se hacía cons­
tar que faltaba la ((pegatina» de la tasa fiscal.

b)· Presentado el correspondiente pliego de descar­
gos, el Instructor efectuó la siguiente propuesta de.
sanción:

1.°) Calificar como muy grave la infracción por falta
de guía de circulación en la máquina, correspondiéndole
una sanción de 1.000.000 pesetas conforme a lo esta­
blecido en el arto 28 g) de la Ley 14/1985, de 23 de
octubre.

2.°) Calificar como infracción leve la falta de ((pe­
gatina» de la tasa fiscal, correspondiéndole la sanción
de apercibimiento, según lo previsto en el arto 30 a)
de la citada Ley 14/1985.

c) Comunicada al actor la propuesta de Resolución,
en el pliego de alegaciones basó su defensa en la nece­
sidad de aplicar supletoriamente el Derecho estatal, ante
la falta de desarrollo del procedimiento referido a las
actas incoadas por 10s.Jnspectores de juego (Real Decre­
to 877/1987, de 3 de julio), pal"a integrar el procedi­
miento con una serie de garantías formales que, a juicio
de la hoy actora, habían sido desconocidas en el seguido
contra ella. Con fecha 22 de junio de 1989, el Consello
de la Xunta de Galicia acordó imponer a la hoy actora
una multa de 1.000.001 pesetas por una infracción muy
grave, de las previstas en el arto 28. 1 a) de la Ley
14/1985, citada, y otra, igualmente de 1.000.001 pese­
tas por' otra infracción muy grave de las previstas en
el arto 28.1 b) de la mencionada Ley 14/1985.

d) Recurrida en reposición la referida Resolución,
éste fue desestimado por silencio administrativo; inter­
poniéndose recurso contencioso-administrativo el día 28
de octubre de 1990.

e) En el curso del proceso contencioso, y entre otras
vicisitudes, la parte solicitó que se recibiera el pleito a
prueba. consistente en tomar declaración a la propietaria

. del baren que estaba depositada la máquina recreativa
en cuestión. sobre los extremos siguientes: ((si fue infor­
mada y advertida por los señores Inspectores de juego
sobre su derecho a no declarar. en su contra y a no
confesarse culpable, sobre su condición de depositaria
de la máquina recreativa, sobre su carácter de respon­
sable solidaria de las sanciones que se pudieran imponer
y, además, si fue leída el acta de referencia antes de
estampar en ella· su firma». La Sala de lo Contencioso
Administrativo dictó"Auto denegando la práctica de la
prueba propuesta, reiterándose en su resolución cuando
éste fue recurrido.

Por otra parte. la hoy actora alegó en el proceso con­
tencioso (por serie imposible hacerlo en otro momento)
la entrada en vigor de la Ley 7/1991, de 27 de junio,
de Tributación sobre el Juego. que derogaba el aparta­
do b) del arto 28 de la Ley 14/1985, invocando en su
favor el principio de retroactividad de las disposiciones
sancionadoras más favorables.

f) Con fecha 12 de noviembre de 1992, la Sala de
lo Contencioso del Tribunal Superior de Justicia de Gali­
cia desestimó el recurso interpuesto, sin expresa impo­
sición de costas.

3. La actora estimaba que las resoluciones impug­
nadas vulneraban los siguientes preceptos constitucio­
nales:

a) El derecho a la tutela judicial efectiva, en cuanto
la Sala desestimó la argumentación de la parte enca­
minada a que le resultase de aplicación lo dispuesto
en la Ley 7/1991, por ser una disposición sancionadora
más favorable. Todo ello, sin que cupiera hallar la más
mínima fundamentación al respecto. tanto favorable
como desfavorable al argumento de la parte. Esta falta
de fundamento pefrmite considerar, concluye la parte.
que la resolución impugnada ha sido adoptada de forma
no razonable ni fundada en Derecho.

b) También se había desconocido el mandato del
arto 24 C.E. en cuanto garantiza el derecho a conocer
la acusación formulada contra la parte. Dichavulnéración
se habría concretado en que el Consello de la Xunta
había sancionado la fcilta de la ((pegati'!a» fiscal equi­
parándola a la falta de pago de la tasa, siendo así que
la parte había acreditado el pago en su momento. De
este modo, lo que en la propuesta del Instructor era
una infracción leve por incumplimiento de un requisito
formal, se transformó en una infracción muy grave En
el momento de imponerse la sanción; ell.o, además, sobre
presupuestos fácticos no ajustados a la realidad.En con­
secuencia, el cambio de calificación privó a la parte ce
la posibilidad de defenderse con fundamento en la nueva
calificación realizada, por la que efectivamente se e
sancionó.

c) Se habría vulnerado el derecho a la presunción
de inocencia del arto 24.2 C.E., puesto que la resolución
impugnada parte de la afirmación del impago, desco­
nociendo si el abonp de la referida tasa se había pro­
ducido antes o, después de la extensión del acta de
infracción por los Inspectores de juego. Correspondía
a la Administración acredi.tar este extremo lo que, a juicio
de la parte, no se realizó. Igualmente, la Sentencia parte
de un hecho que no es cierto: que el plazo para abonar
la referida tasa ya se había agotado, cuando lo cierto
es que. según la propia normativa autonómica, dicho
plazo aún no había concluido cuando se levantó el ac1a
de infracción. Sucedió -en la valoración que da la parte
de los hechos- que la referida tasa se abonó en el último
día del plazo, dándose la coincidencia de que ese mismo
d(a fue aquel en que tuvo lugar la inspección, con los
resultados ya descritos.

d) El arto 24 C.E. se habría vulnerado también porque
no se aplicaron al caso reglas de procedimiento de nin­
guna clase, referidas a las garantías formales de las actas
levantadas por los Inspectores de juego desconO'cién~

dose su· derecho a un proceso público con todas las
garantías. En concreto, las garantías previstas en el Real
Decreto 877/1987, de 3 de julio, Reglamento de Máqui­
nas Recreativas y de Azar. Es cierto que la Comunida:l
Autónoma de Galicia tiene competencias exclusivas en
materia de juego. pero, como la Ley 14/1985 no con­
templaba este extremo, debieron aplicarse supletoria­
mente las reglas contenidas en la normativa estatal para
desarrollo del procedimiento administrativo sancionadcr
estatal, en los términos previstos en la STC 227/1988;
La propia resolución impugnada, por su parte. admiti6
que en el caso había habido graves irregularidades e1
las actas, sin embargo de lo cual, aceptó su valor pro­
batorio. como única prueba; además, ((pues la Adminis­
tra~ión no aportó otra».

Por todo lo anterior, solicitaba la parte que, previa.
la admisión de la demanda, se estimase el recurso '/
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se declarara la nulidad de las resoluciones impugnaéfas.
reestableciéndola en la integridad de su derecho.

4. Por providencia de .fecha 12 de marzo de 1993.
la Sección Primera de este Tribunal tuvo por presentado
el escrito de demanda, concediendo a la parte y al Minis­
terio Fiscal plazo común de diez días (art. 50.3 LOTe)
para que alegasen lo que considerasen oportuno en rela­
ción con la posible concurrencia de los siguientes moti­
vos de inadmisión: ser la demanda extemporánea (art.
44.2 LOTe); carecer manifiestamente de contenido cons­
titucional [arto 50.1 c) LOTC] y no haberse invocado los
derechos fundamentales pretendidamente vulnerados
en la vía judicial previa [arto 44.1 c) LOTC].

5. Por escrito registrado en este Tribunal con fecha
26 de marzo de 1993. el Ministerio Fiscal. solicitaba.
la remisión de las actuaciones.

6. La parte. por escrito registrado el 26 de marzo
de 1993. efectuó alegaciones. reiterando en lo sustancial
las contenidas en la demanda de amparo. y ampliando
la documentación que se acompañaba a la demanda.

7. Ante la ampliación documental. el Ministerio
Público. por escrito registrado con fecha 15 de abril de
1993. interesó la admisión a trámite del recurso de
amparo. por no carecer manifiestamente la demanda
de contenido constitucional.

8. Por providencia de 29 de abril de 1993. la Sec­
ción Primera acordó adm.tir a trámite la demanda de
amparo. requiriendo a los Tribunales de instancia para
que remitiesen las actuaciones y citasen a las partes
que habían comparecido en el procedimiento. Por esCrito
registrado en este Tribunal de fecha 9 de junio de 1993
compareció en el procedimiento la Xunta de Galicia.
representada por el Procurador de los Tribunales don
Argimiro Vázquez Guillén y asistida por la Letrada doña
María Carmen Bouso Montero.

. 9. Con fecha 28 de junio de 1993. la Sección Pri­
mera de este Tribunal dictó providencia otorgando a las
partes y al Ministerio Fiscal plazo común de veinte días
para que efectuasen las alegaciones que considerasen
conveniéntes. /

10. Por escrito registrado con fecha 22 de julio de
1993. el Ministerio Fiscal evacuó el trámite. En sus ale­
gaciones. dado el carácter mixto del recurso de amparo.
comienza por analizar la pretendida vulneración del dere­
cho a la tutela judicial efectiva y.al efecto. recordando
la jurisprudencia de este Tribunal en torno a la relevancia
constitucional de la incongruencia omisiva (STC 5/1990)
considera que en el caso. efectivamente. se ha producido
una infracción de esta naturaleza. por lo que. por este
motivo. procedería admitir a trámite el recurso. En cuanto
a los restantes derechos que se dicen vulnerados. estima
el Ministerio Público que carecen de relevancia las
denunciadas infracciones del derecho a la presunción
de inocencia (pues existe suficiente material probatorio
que pueda calificarse de cargo) y que las irregularidades
observadas en el acta de infracción carecen de relevancia
constitucional. En cambio, la pretendida vulneración del
principio acusatorio presenta una mayor consistencia.
Pese a las argumentaciones de la Sentencia de instancia
en torno a las posibilidades de defensa con que contó
la parte -puesto que la falta de la pegatina, a juicio
del órgano jurisdiccional. púdía ser constitutiva tanto de
falta leve [arto 30.a)] coli10 muy grave [arto 28.b)]-, esti­
ma el Ministerio Fiscal que no son equiparables como
tales hechos la falta de la «pegatina» y la falta de pago
de la tasa fiscal. Aunque. en el procedimiento admiois~

trativo sancionador. el órgano que haya de resolve.. sóJo

se encuentra vinculado por los hechos del pliego de
cargos. y no por su calificación jurídica. no es posible
considerar suficientemente informado de la acusación
al sujeto pasivo en casos como éste. en que la conclusión
fáctica del órgano sancionador ni era evidente ni se des­
prendía del pliego de cargos. Por este segundo motivo,
también. interesa que sea admitida la demanda de
amparo.

11. Por escrito registrado con fecha 16 de julio de
1993. la actora en amparo efectuó sus alegaciones, rei·
terando nuevamente las ya expuestas en la demanda.

12. La Xunta de Galicia efectuó las suyas por escrito
registrado el 23 de julio de 1993~ En ellas, rechazaba
que hubiera podido producirse una vulneración del dere-

. cho a la tutela judicial efectiva porque la incongruencia
ha de medirse relacionando el petitum de la demanda
y el fallo de la Sentencia. mientras que los escritos de
conclusiones tienen una función diferente de la expo­
sición de la pretensión de la parte: razonan y perfilan
la postura de cada parte en orden ala alegado y probado,
sin que quepa ya introducir alegaciones nuevas. En con·
secuencia, las alegaciones hechas en fase de conclu­
siones carecen de virtualidad para considerar existente,
o no. una incongruencia omisiva.

En cuanto a las restantes vulneraciones denunciadas,
considera que no se ha desconocido el principió acu­
satorio. porque el derecho a ser informado de la acu­
sación tiene un contenido mqterial. más que formal. y
la parte ha podido defenderse adecuadamente de la pre­
tendida imputación de falta de pago de la tasa. aportando
en su momento (como lo hizo) las correspondientes caro
tas de pago (STC 215/1989). Al contrario. la parte no
impugnó en ningún momento los hechos consignados
en el acta de infracción. que. a juicio de la Xunta. acre-

. ditabanque no había efectuado en plazo el pago de
la primera fracción de la tasa. y que el pago de la segunda
no se había efectuado en el momento en que se levanto
el referido acta (Instrucción 6.a de la Circular 1/1986•
de 2 de enero. sobre instrucciones para la conservación
y entrega de los distintivos acreditativos del pago de
la tasa fiscal que grava la autorización de máquinas o
aparatos para la realización del juego). Por ello. considera
de aplicación al caso la doctrina de este Tribunal sobre
la irrelevancia de la indefensión producida cuando ésta
tiene su origen en la negligencia de la parte a la que
perjudica (STC 205/1989).

Tampoco puede considerarse infringido el derecho
a la presunción de inocencia del art. 24.2 C.E. Considera
que de las pruebas aportadas se deduce que el recurren­
te no había abonado la tasa de juego en su momento,
y. además. en ningún momento del procedimiento (ni
en la instancia ni en vía de recurso) se impugnaron los
hechos que constaban en el acta de infracciéln.

Por último. no se ha desconocido el derecho a un
proceso público con todas las garantías. Las irregula­
ridades producidas en las actas no generarían indefen­
sión en la parte porque la presunción de- certeza que
acompaña a aquéllas no es absoluta. sino que es posible
destruir los hechos, sobre los que versan con actividad
probatoria de contrario. y así se deduce de la jurispru­
dencia sentada por este Tribunal en relación con actas
dictadas en el ejercicio de otras modalidades de actividad
de inspección y control (la Inspección de Hacienda o
la de Trabajo). Nuevamente. la Xunta recuerda que el
actor dispuso. en el procedimiento administrativo y en
el ulterior recurso contencioso. de las oportunidades
·necesariaspara desvirtuar los hechos contenidos en las
actas de la Inspección. sin que el no haberlo conseguido
(Y. en algunos aspectos. msiquiera intentado) otorgue
relevancia constitucional a la infracción denunciadél.
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13. Por providencia de 19 de mayo de 1994 se
fijó para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 23 del mismo mesy añó. .

11. Fundamentos jurídicos

1. Antes de ninguna otra consideración, resulta
necesario precisar el objeto del presente recurso de
amparo. Como el Ministerio Fiscal pone de manifiesto,
se trata formalmente de. un recurso de carácter mixto
en que la parte imputa infracciones del arto 24 C.E. tanto
a la Resolución sancionadora del Consello de Gobierno
de la Xunta da Galicia como a la posterior Sentencia
de la Sala de lo Contencioso del· Tribunal Superior de
Justicia de esa Comunidad. Sin embargo, en realidad,
se trata de un recurso que imputa directamente la vio­
I"ción de derechos fundamentales a la Resolución admi­
nistrativa, y sólo en cuanto que esas violaciones no han
sido corregidas por el órgano judicial se imputan también
a las Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de
Galicia. Dado el carácter no autónomo de las objeciones
constitucionales formuladas frente a la Sentencia judi­
cial, hemos de entender dirigido el recurso de amparo
exclusivamente frente al acto administrativo, y agotada
por ello la vía judicial previa que impone el arto 43.1
LOTC en relación con el arto 53.2 C.E.

Por ta naturaleza del recurso, procede plantearse en
primer lugar las infracciones imputadas a la Resolución
administrativa, pues, .sólo si se estima que é'stas no han
concurrido en el caso, podrá pasarse a analizar las que
se imputan a la resolución del Tribunal Superior de Jus­
ticia de Galicia.

. 2. En relación con el acto administrativo impugnado,
estima la parte que éste infringe el art, 24 CE porque
vulnera el derecho a un proceso público con todas las
garantías, y,en segundo lugar, el principio acusatorio.

La primera de las infracciones denunciadas carece
manifiestamente de contenido y debe. ser desechada.
No puede desconocerse que la parte deduce la referida
vulneración constitucional de los defectos queconcurrie­
ron en las actas levantadas por los Inspectores de juego,
tanto en el momento de ser extendidas como en lo tocan­
te a su contenido. Pero es claro que una imputación
de esta naturaleza en nada afecta a la garantía cons­
titucional invocada, pues, como se deduce de la propia
naturaleza del procedimiento y del devenir posterior de
éste, las referidas actas tienen un valor meramente pro­
batorio, y de comunicación, al órgano competente para
sancionar, de la posible existencia de un ilícito admi­
nistrativo, comenzando el procedimiento únicamente
con lá comunicación al hoy actor del pliego de cargos.
Siendo esto así, y teniendo en cuenta el contenido del
pliego de cargos y la postura procesal de la parte, es

.claro que no se le privó'de garantía alguna por el hecho
de que las actas, a su juicio, fueran irregulares. Más
bien, del conjunto de argumentos en que se desarrolla
este motivo, se .deduce que lo que la parte plantea es
una cuestión de legalidad ordinaria: en <::oncreto, que
debió de ser aplicado al caso el contenido del Real Decre­
to 877/1987, como supletorio de la legislación auto­
nómica. .Y es ésa una cuestión que, manifiestamente,'.
excede del ámbito del recurso de amparo y que fue
adecuadamente respondida por los Tribunales de ins-
tancia. .

3. También imputa la parte a la Resolución admi­
nistrativa la infracción del prinCipio acusatorio, por no
haber sido adecuadamente informada de la acusación
promovida contra ella. Esta infracción se habría produ­
cido porque enla propuesta del Instructor se le imputaba.
una falta consistente en que la máquina recreativa ins-

peccionada no tenía adherida la «pegatina)) aCrE3ditati'/a'
del pago de la tasa fiscal. Dicha conducta estaba tipi­
ficada como infracción autónoma en el art. 30 de la
Ley 14/1985. En cambio, en la Resolución del Consallo
de la Xunta, la sanción impu~sta al demandante se basa­
ba en la falta de pago de la tasa fiscal sobre juego (in­
fracción tipificada separadamente de la anterior, en el
arto 28 de la Ley 14/1985).

Considera que, en consecuencia, se habría producido
un cambio de calificación de la infracción cometida que
afectaba, modificándolos, a los hechos mismos por los
que se le sancionaba, tal como se precisaron al inicio

'del procedimiento. Y con todo ello se ha producido el
resultado de privar a la parte de las posibilidades de
defensa a las que hubiera podido tener acceso a lo laroo
del procedimiento sancionador. ~

Antes de efectuar un pronunciamiento sobre la cues­
tión controvertida, conviene recordar que, siguiendo la
doctrina sentada por el T.E.D.H. (Caso Albert-Le Compte,
Sentencia de 10 de febrero de 1983, fundament.os jurí­
dicos 30y 36), este Tribunal ha mantenido que, entre
las garantías conexas al art; 24 C.E. que son extensibles
al procedimiento administrativo en la medida en que
«sean compatibles con su naturalezall (STC 22/1990,
fundamento jurídico 4.°), se encuentra «el derecho a
conocer de la propuesta de Resolución de un expedienle
sancionador.., pues sin 'él no hay posibilidades reales
de d~fensa .en el ámbito del procedimiento)) (STC
29/1989, fundamento jurídico 6.°). Al efecto, se han
deducido, «como elementos indispensables de toda acu­
sación sobre los que debe versar el ejercicio del derecho
de defensa)) por una parte la inalterabilidad o «identidad
de los hechos que se le imputé!nll,y por otra <<la cali­
ficación de .Ia faltay a sus consecuencias punitivas)) (STC
145/1993, fundamento jurídico 3.°). En suma, las garan­
tías de defensa del sujeto sometido a un procedimiento
administrativo sancionador alcanzan a la integridad
-inalterabilidad- de los hechos imputados, desde el mis­
mo momento en que, abierto el expediente sancionado',
se deja también expedita a la parte la posibilidad de
ejercitar las defensas que estime oportunas para con­
servar la integridad de su derecho.

A la luz de esta doctrina procede examinar lo sucedid6
en el caso. Desde el momento en 'que se levantaroll
las actas por los Inspectores de juego, la falta que se
le imputó a la hoy actora era de índole formal (no estabél
adherida a la máquina la «pegatina» acreditativa del pago

. de la tasa). En la propuesta que en su momento efectuó
el Instructor, por otra parte, aparecía calificada como .
leve (según lo establecido en el citado arto 30 de léi
Ley 14/1985), y se unía a ella una sanción de aper- '
cibimiento"correspondiente a la mínima entidad punitiva
que se le atribuía al hecho denunciado. Sin embargc,
en el momento final del procedimiento, con la Resolución
sancionadora del Consello de la Xunta, la falta imputada
~ue no se había alterado en ninguna fase anterior­
resulta ser la de impago de la tasa, y la sanción aparejada
a ella, la correspondiente a la infracción muy grave pre­
vista en el citado arto 28 de la Ley 14/1985. Eviden­
temente, en este último momento se produjo un cambio
de calificación de lá falta imputada; cabe plantearse aho­
ra si el cambio operapo tiene relevancia constitucional

Desde luego, las garantías impuestas. por el derecho
a ser informado de la acusación, en 'los términos antes
expuestos, no aicanzan a impedir que se produzca un
cambio en la calificación de los hechos imputados, en
cuanto se trata de una operación jurídica de subsunción
del hecho en la norma, pero no una modificación sus·
tancial de los fundamentos fácticos de la acusación y
posterior sanción. E04'el presente caso, lo que era una
pretendida infracción de índole puramente formal (la falo
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ta de la pegatina) se transformó en otr,! de índ~le. sus­
tantiva, que se hizo equivaler al completo incumplimiento
de la obligación tributaria. Un incumplimiento que no
puede sostenerse que esté ineludiblemente implícito en
la falta de la pegatina. pues es obvio que no pueden
equipararse (ni por su naturaleza ni por su entidad) la
falta de pago y la falta de los documentos que lo acre­
ditan, y que ni siquiera fue aludido en la propuesta de
sanción (que. como ya se. ha dicho, contemplaba sola
y estrictamente el defecto formal concurrente). Todo lo
anterior evidencia que ha habido una módificación sus­
tancial de los hechos imputados. loqüe ha provocado
efectivamente una vulneración del derecho fundamental
invocado.

Las consideraciones expuestas no quedan invalidadas
por el hecho de que el actor adjuntase al propio pliego
de descargos la documentación acreditativa del pago
de la referida tasa. Como afirma con acierto el Ministerio
Fiscal. la limitación en el tipo delimitado por la infracción·
de que· se le acusó en un primer momento provocó una
sustancial redUcción de las posibilid¡:¡des de defensa.
puesto que había otros extremos dis,cutibles al respecto
(como el momento y condiciones en que el pago se
realizó y su aptitud para entender satisfecha la deuda
tributaria conforme a la normativa administrativa que
resultaba de aplicación) que ni siquiera fueron contem-'

.piados en el expediente administrativo porque no era
necesario dada la naturaleza de la infracción denunciada.
y que eran de relevancia manifiesta. si la infracción defi­
nida ab initio hubiese hecho referencia al incumplimiento
total de la obligación.

tampoco pueden considerarse obviadas las canse­
c,uencias de la infracción del principio acusatorio por
el hecho de que, con posterioridad. en el proceso con­
tencioso. la parte hubiera podido alegar y probar en rela­
ción con la imputación por la ... que definitivamente fue
sancionada. La vigencia del principio acusatorio respecto
del procedimiento administrativo se predica de éste.
como manifestación que es del ejercicio del ius puniendi
del Estado en la que deben ejercerse sin trabas las garan­
tías de defensa que alcanzan relieve constitUcional, y
sin· que el ulterior proceso judicial alcance a subsanar
la disminución de esas garantías en el procedimiento
administrativo.

FALLO

En· atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA, ' .

. Ra decidido

, Otorgar el amparo solicitado. y en su virtud:

1.° Declarar el derecho del actor a ser informado
de la acusación formulada contra él.

2.° Declarar la nulidad de la Resolución delCons'ello
de la Xunta de Galicia. de 22 de junio de 1989. y la
de la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia. de
12 de noviembre de 1992.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintitrés de mayo de mil nove­
cientos. noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal AlleRde.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

14594 Sala Primera. Sentencia 161/1994, de 23 de
mayo de 1994. Recurso de amparo
860/1993. Contra Sentencia de la Sala
Segunda delTribunal Supremo dictada en pro­
ceso sobre delitos contra la salud pública. Vul­
neración del derecho a la tutela judicial efec­
tiva: derecho a ser informado de la acusación.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, cQm­
puesta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.
Presidente; don Fernando García-Mon y González-Regue­
ral, don Carlos de, la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
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